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RAZÓN DE RELATORÍA 

  

En el caso de autos, los votos emitidos en el sentido de 

declarar FUNDADA la demanda han alcanzado la mayoría suficiente para formar 

sentencia. En efecto, los votos de los magistrados Mesía Ramírez, 

Calle Hayen y Eto Cruz, pese a tener sustentación diferente, concuerdan en el 

sentido principal del Fallo (la reposición de la demandante) y alcanzan la mayoría 

suficiente para formar sentencia, como lo prevé el artículo 5º -primer párrafo- de 

la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, y el artículo 10º -segundo párrafo- 

del Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional. 

  

  

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

  

  

En Lima, a los 10 días del mes de enero de 2012, el Tribunal Constitucional 

en sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los señores Mesía Ramírez, 

Álvarez Miranda, Vergara Gotelli, Calle Hayen, Eto Cruz y Urviola Hani, 

pronuncia la siguiente sentencia, con los votos concurrentes de los 

magistrados Mesía Ramírez, Calle Hayen y Eto Cruz, que se agregan, y los votos 

singulares de los magistrados Álvarez Miranda, Vergara Gotelli y Urviola Hani, 

que también se acompañan. 

  

ASUNTO 

  

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña María Espinoza 

Chumo contra la sentencia expedida por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Lima, de fojas 88, su fecha 22 de julio de 2010, que declaró 

improcedente la demanda de autos. 

  

ANTECEDENTES 

  

Con fecha 3 de marzo de 2010, la recurrente interpone demanda de amparo 

contra la empresa Telefónica Gestión de Servicios Compartidos S.A.C., 

solicitando que se deje sin efecto la Carta Notarial de despido de fecha 9 de febrero 



de 2010, argumentando que se sustenta en imputaciones falsas respecto a la 

utilización indebida de bienes de la empresa, pues los mensajes de carácter 

“personal” extraídos del sistema Net Send (chat virtual) interceptados por la 

empresa, no son de su autoría, además de haberse obtenido con afectación del 

derecho al secreto de las comunicaciones. 

  

El Octavo Juzgado Constitucional de Lima declaró improcedente la demanda, 

por considerar que el amparo no es la vía idónea para dilucidar una controversia 

que requiere de actividad probatoria que permita verificar la veracidad de las 

comunicaciones efectuadas. 

  

La Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima confirmó la 

decisión del Juzgado, por el mismo fundamento. 

  

FUNDAMENTOS 

  

            Por los fundamentos que a continuación se exponen en los votos que se 

acompañan, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 

Constitución Política del Perú 

  

HA RESUELTO 

  

Declarar FUNDADA la demanda, en consecuencia, ordena que se reponga a la 

demandante en su mismo puesto de trabajo o en otro de igual o similar nivel. 

  

Publíquese y notifíquese. 

  

SS. 

  

MESÍA RAMÍREZ 

CALLE HAYEN 

ETO CRUZ 
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VOTO DEL MAGISTRADO MESÍA RAMÍREZ 

  

En el caso de autos, considero que la demanda debe estimarse por las 

consideraciones que detallo a continuación: 

  

Procedencia de la demanda 

  

1.        La demanda tiene por objeto que se deje sin efecto el despido de la 

demandante. Al respecto, considero pertinente efectuar dos precisiones 

previas. En primer lugar, aun cuando en la demanda no se alega la vulneración 

del derecho al secreto y a la inviolabilidad de las comunicaciones, en la 

audiencia pública del presente proceso la defensa de la demandante ha 



manifestado que su despido es inconstitucional porque estaría basado en 

pruebas prohibidas, toda vez que los mensajes que sustentan la carta de 

preaviso y la carta de despido, fueron interceptados por la Sociedad emplazada, 

sin su autorización, razón por la cual cabe analizar la posible afectación del 

derecho constitucional mencionado. 

  

En segundo lugar, deben rechazarse los argumentos expuestos por las 

instancias judiciales para declarar la improcedencia liminar de la demanda, por 

cuanto en las reglas establecidas como precedente vinculante en la STC 00206-

2005-PA/TC, se precisa que el proceso de amparo es la vía idónea y 

satisfactoria para conocer y evaluar si el acto de despido de un trabajador del 

régimen laboral privado lesiona, o no, sus derechos fundamentales o si existe 

la amenaza cierta e inminente de ser objeto de un despido arbitrario. Como el 

Tribunal ha señalado reiteradamente, debería revocarse el auto de 

rechazo liminar y ordenarse que se admita a trámite la demanda, no obstante 

ello, y en atención a los principios de celeridad y economía procesal, estimo 

pertinente no hacer uso de la mencionada facultad, toda vez que en autos 

aparecen elementos de prueba suficientes que posibilitan un pronunciamiento 

de fondo, más aún si se tiene que la Sociedad emplazada se ha apersonado al 

proceso y ha ejercido su derecho de defensa presentando los alegatos que 

considera pertinentes. 

  

2.        Hechas las precisiones que anteceden, debo señalar que los hechos del 

presente caso son semejantes a los del proceso recaído en el Exp. N.° 00114-

2011-PA/TC, pues ambos demandantes fueron despedidos por la Sociedad 

emplazada, debido a que ésta considero que estos, en su condición de 

trabajadores, habían usado indebidamente el comando de mensajería 

instantánea que se les había brindado. 

  

Con el fin de analizar la constitucionalidad del despido de la demandante, 

considero pertinente realizar algunas precisiones sobre el derecho al secreto y 

a la inviolabilidad de las comunicaciones en la relación laboral; así como las 

consecuencias que genera la interceptación y grabación de las comunicaciones 

privadas por parte del empleador, es decir, si pueden ser consideradas pruebas 

válidas para justificar el inicio de un procedimiento disciplinario de despido o 

la imposición de una sanción. 
  
El derecho al secreto y a la inviolabilidad de las comunicaciones en la relación laboral 
  

3.        En cuanto al derecho al secreto y a la inviolabilidad de las comunicaciones, el 

Tribunal Constitucional en la STC 01058-2004-AA/TC ha precisado que “toda 

persona tiene derecho a que sus comunicaciones y documentos privados sean 



adecuadamente protegidos, así como a que las mismas y los instrumentos que 

las contienen, no puedan ser abiertas, incautadas, interceptadas o intervenidas 

sino mediante mandamiento motivado del juez y con las garantías previstas en 

la ley”. 

  

En buena cuenta, este derecho prohíbe que las comunicaciones y documentos 

privados sean incautados, interceptados o intervenidos, salvo que exista una 

resolución judicial debidamente motivada que lo autorice. Asimismo, 

garantiza que el contenido de las comunicaciones y documentos no sea 

difundido o revelado, así como la identidad de los participantes en el proceso 

de comunicación. Lo que se prohíbe es toda injerencia arbitraria o abusiva en 

la vida privada de las personas, específicamente, en sus comunicaciones, 

independientemente de su contenido. 

  

4.        Ahora bien, para determinar si el derecho al secreto y a la inviolabilidad de las 

comunicaciones también protege el correo electrónico y el comando o 

programa de mensajería instantánea que es proporcionado por el empleador a 

sus trabajadores, resulta pertinente destacar que en la dogmática existen dos 

posiciones sobre la naturaleza jurídica de estos medios técnicos de 

comunicación. 

  

La primera postura considera que el correo electrónico y el comando o 

programa de mensajería instantánea, al ser proporcionadas por el empleador, 

son herramientas de trabajo que pueden ser supervisadas, intervenidas, 

interceptadas y registradas por el empleador, sin la existencia de 

una resolución judicial debidamente motivada que lo autorice. 

  

En cambio, la segunda postura considera que el correo electrónico y el 

comando o programa de mensajería instantánea proporcionados por el 

empleador son medios de comunicación incluidos dentro del ámbito de 

protección del derecho al secreto y a la inviolabilidad de las comunicaciones. 

  

5.        Reseñadas estas posturas, considero que tanto el correo electrónico como el 

comando o programa de mensajería instantánea que proporciona el empleador 

a sus trabajadores, son formas de comunicación que, al igual que la 

correspondencia, se encuentran protegidas por el derecho al secreto y a la 

inviolabilidad de las comunicaciones. 

  

En sentido similar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en las 

sentencias de los Casos Halford vs. Reino Unido, del 25 de mayo de 1997 

y Copland vs. Reino Unido, del 3 de abril de 2007, ha precisado que las 



comunicaciones que se realizan desde el lugar de trabajo o los correos 

electrónicos enviados desde el lugar de trabajo, pueden incluirse en los 

conceptos de vida privada y de correspondencia, por lo que se encuentran 

dentro del ámbito de protección del derecho al respeto a la vida privada y la 

correspondencia. 

  

En buena cuenta, el inciso 10) del artículo 2º de la Constitución protege el 

secreto y la inviolabilidad de la comunicación en todas sus formas o medios, 

como son el telefónico, el telegráfico o el informático, es decir, aquella 

comunicación que se mantiene a través de un determinado medio o soporte 

técnico. 

  

6.        En atención a lo expuesto, debe concluirse que el empleador se encuentra 

prohibido de conocer el contenido de los mensajes del correo electrónico o de 

las conversaciones del comando o programa de mensajería instantánea que 

haya proporcionado al trabajador, así como de interceptarlos, intervenirlos o 

registrarlos, pues ello vulnera el derecho al secreto y a la inviolabilidad de las 

comunicaciones. 

  

En este sentido, resulta importante destacar que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en la sentencia del Caso Escher y otros vs. Brasil, del 6 de 

julio de 2009, ha enfatizado que la “Convención Americana protege la 

confidencialidad e inviolabilidad de las comunicaciones frente a cualquier 

injerencia arbitraria o abusiva por parte del Estado o de particulares, razón por 

la cual tanto la vigilancia como la intervención, la grabación y la divulgación 

de esas comunicaciones quedan prohibidas, salvo en los casos previstos en ley 

y que se adecuen a los propósitos y objetivos de la Convención Americana”. 

  

7.        Por dicha razón, considero que el mensaje del correo electrónico o la 

conversación del comando o programa de mensajería instantánea obtenida con 

violación del derecho al secreto y a la inviolabilidad de las comunicaciones, 

por imperio del inciso 10) del artículo 2º de la Constitución es una prueba 

prohibida que no puede ser utilizada para iniciar un procedimiento 

disciplinario de despido, ni puede tener el valor de una prueba de cargo válida 

para sancionar a un trabajador. 

  

En buena cuenta, el poder fiscalizador o disciplinario no faculta al empleador 

acceder o interceptar el contenido de los mensajes del correo electrónico o de 

las conversaciones del comando o programa de mensajería instantánea que 

brinda a sus trabajadores, pues como se precisó en la STC 01058-2004-

AA/TC, la única forma de acreditar que el trabajador utiliza su correo 



electrónico para fines opuestos a los impuestos por sus obligaciones laborales, 

es iniciar una investigación de tipo judicial, habida cuenta de que tal 

configuración procedimental la impone, para estos casos, la propia 

Constitución. 

  

Análisis de la controversia 

  

8.        De la carta de preaviso de fecha 26 de enero de enero de 2010, obrante a fojas 

3 y 4, se advierte que la Sociedad emplazada le comunica a la demandante que 

“con gran sorpresa y luego de una exhaustiva investigación que [data] desde el 

mes de Noviembre de 2009 a la fecha” ha podido comprobar que “ha hecho 

uso inadecuado del terminal de computo asignado, manteniendo 

comunicaciones personales con el Jefe de Agencia (…) ajenas a las que deben 

darse en un centro de trabajo ya que son de contenido sexual, empleando un 

vocabulario soez e impropio ajenos a los valores y las buenas costumbres”(sic). 

  

Los hechos descritos a decir de la Sociedad emplazada “constituyen evidencia 

que [la demandante] no viene ejecutando sus labores dentro de los parámetros 

establecidos por la compañía” y originan las siguientes faltas: inobservancia 

del Reglamento Interno de Trabajo, incumplimiento de las obligaciones 

laborales y utilización indebida de los bienes del empleador. 

  

9.        En el presente caso, con la imputación transcrita de la carta de preaviso queda 

demostrado que la Sociedad emplazada interceptó las comunicaciones del 

comando de mensajería instantánea (Net Send) que le brindó a la demandante 

como trabajadora, sin que exista una resolución judicial debidamente motivada 

que autorice dicha intervención. Por dicha razón, considero que el despido de 

la demandante ha vulnerado los derechos al trabajo y al secreto y a la 

inviolabilidad de las comunicaciones, pues las pruebas que justifican y 

sustentan su despido son pruebas prohibidas que no pueden ser utilizadas o 

valoradas por haberse obtenido inconstitucionalmente, razón por la cual 

procede estimar la demanda y ordenar la reposición de la demandante. 

  

10.    En la medida que en este caso se ha acreditado que la Sociedad emplazada ha 

vulnerado los derechos constitucionales de la demandante, corresponde, de 

conformidad con el artículo 56º del Código Procesal Constitucional, ordenar 

el pago de las costas y costos procesales, los cuales deberán ser liquidados en 

la etapa de ejecución de la presente sentencia. 

  

Por estos fundamentos, considero que debe declararse FUNDADA la 

demanda, por haberse acreditado la vulneración de los derechos fundamentales al 



trabajo y al secreto y a la inviolabilidad de las comunicaciones; en 

consecuencia, NULAS la carta de preaviso y la carta de despido de la demandante. 

Asimismo, se debe ORDENAR que Telefónica Centro de Cobros S.A.C. reponga 

a doña María Espinoza Chumo en su mismo puesto de trabajo o en otro de igual o 

similar nivel, en el plazo de dos días, bajo apercibimiento de que el juez de 

ejecución aplique las medidas coercitivas prescritas en el artículo 22° y 59º del 

Código Procesal Constitucional, con el abono de las costas y costos del proceso. 

  

Sr. 

  

MESÍA RAMÍREZ 

  

  

  

  
 


